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PROCESO ADMINISTRATIVO DE VERIFICACIÓN DE CARENCIAS.  Establece el Decreto 1084 de 2015 que para acceder a la ayuda humanitaria, como a la reparación administrativa en calidad de víctima del conflicto armado colombiano, se debe realizar el proceso de caracterización denominado “verificación de carencias”, en orden a determinar casos de extrema vulnerabilidad, con el fin priorizar la ayuda humanitaria o, para establecer si lo que procede es dar paso al proceso de reparación.
DEL AMPARO DE DERECHOS NO INVOCADOS POR LOS ACCIONANTES. La Corte Constitucional ha sostenido que dada la informalidad de la acción de tutela, cuando el accionante no invoca expresamente la totalidad de los derechos vulnerados, el juez de tutela no solamente tiene la facultad sino la obligación de proteger todos los derechos que según las pruebas aportadas dentro del proceso encuentre vulnerados, de conformidad con lo establecido en los artículos 3 y 14 del Decreto 2591 de 1991. 
DEBIDO PROCESO.El artículo 29 superior, señala que "el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas",  lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, nueve de agosto de dos mil quince
Acta N° 0         de 9 de agosto de 2015
Procede la Sala Laboral No 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a proferir sentencia de segunda instancia en la acción de tutela iniciada por la señora YAMILE REYES contra la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica la señora Reyes que fue desplazada del municipio de Pueblo Rico –Risaralda- desde el año 2007, por amenazas e intento de reclutamiento de su hija mayor; no obstante, refiere que la ayuda humanitaria la solicitó en el año 2015, quedando condicionado su otorgamiento al diligenciamiento de la encuesta PAARI, lo que sólo logró realizar de múltiples intentos.

Sostiene que para el momento de pedir el citado beneficio le indicaron que no tenía derecho, negativa que considera no tuvo en cuenta su actual condición de salud deteriorada por varios infartos, el último acontecido hace aproximadamente dos años, siendo incluso calificada con una pérdida de capacidad laboral igual al 65.7%, que la ubica en situación de urgencia manifiesta, debido a su condición de persona con discapacidad.
Al margen de lo anterior, comenta que en respuesta a varios derechos de petición que formuló ante la entidad accionada con sede en la ciudad de Bogotá, le fue precisado que su caso estaba en proceso de verificación de carencias y que por lo tanto debía esperar, carga que alega no está en las condiciones económicas de soportar, razón por la que impetra la presente acción constitucional en orden a lograr la protección de su derecho fundamental a una vida digna y mínimo vital.  Como consecuencia del amparo, aspira que se ordene a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Victimas, la entrega de la ayuda humanitaria o el pago de la reparación administrativa, así como la inclusión real en los programas de restablecimiento socio económico.
TRÁMITE IMPARTIDO

El Juzgado Tercero Laboral del Circuito admitió la tutela ordenando la notificación a la accionada, otorgándole dos (2) días para que se pronunciase sobre los hechos y ejercer su derecho de defensa.  Dicho término transcurrió en silencio.
Llegado el día del fallo, la funcionaria de primer grado negó el amparo solicitado al advertir que la entidad accionada se encuentra realizando el proceso de verificación para determinar el nivel de vulneración y extrema urgencia del núcleo familiar víctima del desplazamiento forzado, para así designar el auxilio económico que corresponda, requisito que debe cumplirse conforme lo establece el Decreto Ley 1084 de 2015. 
Indicó también, frente al tema del pago de la indemnización administrativa  como pretensión subsidiaria reclamada por la actora, que no se acreditaron los presupuestos jurisprudenciales para conceder la misma por la vía constitucional.
Inconforme con la decisión, la parte actora la impugnó indicando que en el presente asunto la funcionaria de primer grado no tuvo en cuenta el fundamento fáctico que soportó la necesidad del amparo perseguido, al paso que desconoció los derechos de orden legal que le asisten al no analizar con detenimiento la omisión en la que ha incurrido la entidad accionada.
CONSIDERACIONES

PROBLEMA JURÍDICO

¿La falta de definición de su condición de vulnerabilidad, por parte de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Victimas afecta los derechos fundamentales al mínimo vital y a la vida en condiciones dignas de la señora Reyes?

Antes de abordar el interrogante formulado, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. AYUDAS HUMANITARIAS OTORGADAS A LA POBLACIÓN DESPLAZADA

De siempre ha reconocido la Corte Constitucional la situación de extrema vulnerabilidad y desprotección que afrontan las personas que han sufrido desplazamiento forzado como consecuencia del conflicto armado, razón por la cual ha reconocido en ellas la condición de sujetos de especial protección considerado procedente la acción de tutela para amparar los derechos de éste golpeado sector de la población
.
Ahora, para mitigar las condiciones apremiantes de las personas en condición de desplazamiento, fue expedida la Ley 1448 de 2011 y más recientemente el Decreto 1084 de 2015 que también establece la ayuda humanitaria inmediata, de emergencia y de transición, siendo ésta ultima la que se brinda a quienes, encontrándose incluidos en Registro Único de Víctimas, el desarraigo ha superado el año y que sufren las carencias en los componente de alimentación y alojamiento como consecuencia del desplazamiento forzado. (Decreto 1084 de 2015 artículo 2.2.6.5.2.3)

Ahora, para identificar los hogares susceptibles de este tipo de ayuda, así como las carencias en la atención humanitaria, el parágrafo 1º del Artículo 2.2.6.5.2.5. y los artículos siguientes del Decreto 1084 de 2015 determinan que:
“La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas debe implementar un sistema para identificar casos de extrema vulnerabilidad, con fin de garantizar a estos, acceso prioritario y permanencia en oferta de alimentación y alojamiento.
Artículo 2.2.6.5.4.1. Definición de carencias en la atención humanitaria. La Unidad para la Atención y Reparación Integral a las víctimas, definirá mediante resolución, condiciones constitutivas de carencias graves y leves en los componentes de alojamiento temporal y/o alimentación.

La identificación carencias se basará en la información contenida en los sistemas de información y registros administrativos de las diferentes entidades del orden nacional y territorial, como en la suministrada directamente por los hogares a la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas en marco de las intervenciones que componen el Modelo de Atención Asistencia y Reparación Integral a Víctimas - MAARIV, o mediante cualquier otra estrategia, mecanismo o herramienta esta entidad considere válida para tal fin.

Artículo 2.2.6.5.4.3. Identificación de carencias en los componentes de alojamiento temporal y alimentación. La identificación de las carencias en los componentes de alojamiento temporal y alimentación se basará en un análisis integral de la situación los hogares, a partir de la valoración de todas y cada una de las personas que lo integran, y tomando en consideración las condiciones particulares de los miembros pertenecientes a grupos de especial protección constitucional tales como: persona mayor, niños, niñas y adolescentes, con discapacidad, grupos étnicos, y personas puestas en circunstancias de debilidad manifiesta asociadas a la jefatura del hogar.”
Frente a éste sistema de identificación de carencias, la Corte Constitucional en sentencia T-527-2015, estableció:
“Para la implementación del MAARIV, mediante el Decreto 1377 de 2014 se crearon los Planes de Atención, Asistencia y Reparación Integral (en adelante “PAARI”). El PAARI es una herramienta mediante la cual se concreta la ruta integral de atención para las víctimas de desplazamiento forzado, toda vez que éste contempla “las medidas aplicables a los miembros de cada núcleo familiar, así como las entidades competentes para ofrecer dichas medidas en materia de restitución, rehabilitación, indemnización, satisfacción y garantías de no repetición”
.
(…)

En conclusión, el PAARI es un instrumento diseñado para la caracterización de las víctimas y sus núcleos familiares, con el fin de determinar las medidas de reparación aplicables y considerar de manera especial a las víctimas de desplazamiento forzado.

25. Cabe resaltar que el marco jurídico de los derechos de las víctimas del conflicto armado, reconoce la existencia de un mayor grado de vulnerabilidad de ciertos sujetos de especial protección constitucional, en atención a que se trata de sujetos que se encuentran más desprotegidos que las demás víctimas. Por ejemplo, la Ley 1448 de 2011, establece que los niños, niñas, adolescentes, mujeres, adultos mayores y discapacitados víctimas del conflicto armado son sujetos con mayor grado de vulnerabilidad y por tanto, merecen atención especial. Por ello, el artículo 13 de dicha norma ordena aplicar un enfoque diferencial a quienes por su edad, género, orientación sexual y situación de discapacidad requieran de un mayor de nivel de intervención por parte del Estado. Una de las formas en que se materializa dicho enfoque diferencial es la regulación de los criterios de priorización para la asignación de la indemnización administrativa por desplazamiento forzado
 y por otros hechos
.
26. En concordancia con lo anterior, esta Corporación también ha sostenido que existen casos particulares en los que existen algunas victimas que tienen un mayor grado de debilidad manifiesta. Lo anterior se debe a que existen victimas que se ven sometidas a una situación más penosa por razones de salud, género, ingresos económicos, edad, por pertenecer a una comunidad minoritaria, entre otros, y por ello “las diferentes entidades del Estado deben implementar todos los recursos disponibles y hacer todo lo que tengan a su alcance para ayudar a estas personas a superar ese estado de debilidad manifiesta que atraviesan
”.
2. REPARACIÓN INTEGRAL
En lo referente a la reparación por la vía administrativa, la normatividad antes señalada dispone:

“Artículo 2.2.7.4.7. Indemnización Individual Administrativa para las víctimas de desplazamiento forzado. La indemnización administrativa a las víctimas de desplazamiento forzado se entregará prioritariamente a los núcleos familiares que cumplan alguno de los siguientes criterios: 1. Que hayan suplido sus carencias en materia de subsistencia mínima y se encuentre en proceso de retorno o reubicación en el lugar de su elección. Para tal fin, la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas formulará, con participación activa de las personas que conformen el núcleo familiar víctima un Plan de Atención, Asistencia y Reparación Integral PAARI-. 2. Que no hayan suplido sus carencias en materia de subsisistecia debido a que se encuentran en situación de extrema urgencia y vulnerabilidad manifiesta debido a la condición de discapacidad, edad o composición del hogar. 3. Que solicitaron a la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas acompañamiento para el retorno o la reubicación y éste no pudo realizarse por condiciones de seguridad, siempre y cuando hayan suplido sus carencias en materia de subsistencia mínima.”

3. DEL AMPARO DE DERECHOS NO INVOCADOS POR LOS ACCIONANTE.
La Corte Constitucional ha sostenido que dada la informalidad de la acción de tutela, cuando el accionante no invoca expresamente la totalidad de los derechos vulnerados, el juez de tutela no solamente tiene la facultad, sino la obligación de proteger todos los derechos que según las pruebas aportadas dentro del proceso encuentre vulnerados, de conformidad con lo establecido en los artículos 3 y 14 del Decreto 2591 de 1991. 

Es así, que el Alto Tribunal Constitucional ha indicado: 


"En cuanto a los derechos invocados, la informalidad de la tutela y la necesidad de pronta resolución son características, suficientemente escudriñadas por la doctrina constitucional, que impiden exigir al solicitante un mínimo de conocimientos jurídicos, menos todavía si se pretende que haga encajar sus circunstancias, con absoluta precisión, en el articulado de la Carta Política. 



"Por ello, si el juez encuentra afectados derechos no invocados por el petente, no sólo puede sino que debe referirse a ellos en su sentencia y decidir lo pertinente, impartiendo las órdenes necesarias para su cabal y plena defensa. De tal empeño depende la eficacia de la acción y el consiguiente imperio de los mandatos constitucionales. 



"El juez, especialmente en materia de tutela, tiene a su cargo un papel activo, independiente, que implica la búsqueda de la verdad y de la razón, y que riñe con la estática e indolente posición de quien se limita a encontrar cualquier defecto en la forma de la demanda para negar el amparo que de él se impetra". 
 
4. DEBIDO PROCESO.

El artículo 29 superior, señala que "el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas",  lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.
5. CASO CONCRETO
En el presente asunto, la demandante reclama la entrega inmediata de la ayuda humanitaria o en su defecto la reparación administrativa apelando a su condición de desplazada y persona con discapacidad, pues sostiene que fue calificada con una pérdida de capacidad laboral del 65.7%, afirmación esta última de la que no obra prueba en el plenario.  Sin embargo, el desplazamiento forzado, por el contrario, no genera controversia alguna, pues el documento visible a folio 7 y siguientes del expediente permite inferir que ha sido reconocida como víctima de tal flagelo por parte de la Unidad Especial Administrativa para la Ayuda y Reparación Integral a las Víctimas  -UARIV-.

Como viene de precisarse en la normatividad antes analizada, para acceder, tanto, a la ayuda humanitaria, como a la reparación administrativa en calidad de víctima del conflicto armado colombiano, es claro que la entidad accionada debe primero realizar el proceso de caracterización ya referido, en orden a determinar casos de extrema vulnerabilidad, con el fin priorizar la ayuda humanitaria o para establecer si lo que procede es dar paso al proceso de reparación, valoración que según se lee a folio 26 del expediente, se encuentra en proceso.
Ahora, es del caso anotar que no obstante que en el presente asunto el hecho victimizante se produjo hace 9 años y que la actora cuenta en la actualidad con 45 años de edad, lo que indica que todavía se encuentra en condiciones de procurar su subsistencia, las afecciones cardíacas que ésta presenta en la actualidad y que se evidencian en su historia clínica, dan lugar a ordenar a la entidad accionada que agilice el proceso de identificación de carencias en la atención humanitaria.

Para efectos del cumplimiento de la anterior orden, se concederá un término prudencial, en consideración al gran número de personas que se encuentran en la misma o en peores condiciones que la actora y que reclaman la misma atención y las claras limitaciones presupuestales de la entidad llamada a juicio.
Puestas así las cosas, si bien la actora no identificó como vulnerado el debido proceso, se dispondrá su amparo y como consecuencia de ello, se revocará la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira para en su lugar ordenar al Doctor Ramón Alberto Rodríguez Andrade, Director de Gestión Social y Humanitaria de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas que, en un término prudencial y en cualquier caso, no superior a seis (6) meses, contados a partir de la notificación del presente proveído, culmine el proceso administrativo de verificación de carencias adelantado en el caso de la señora Yamile Reyes.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral No 2del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución,
RESUELVE

PRIMERO.- REVOCAR  la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 30 de junio de 2016.
SEGUNDO.- TUTELAR  el derecho fundamental al debido proceso del cual es titular la señora YAMILE REYES.

TERCERO: ORDENAR  a la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA AYUDA Y REPARACIÓN INTEGRAL DE VÍCTIMAS –UARIV- a través de su Director de Gestión Social y Humanitaria de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, Doctor Ramón Alberto Rodríguez Andrade que,  en un término prudencial y en cualquier caso, no superior a seis (6) meses, contados a partir de la notificación del presente proveído, culmine el proceso administrativo de verificación de carencias adelantado en el caso de la señora Yamile Reyes
TERCERO.- ENVIAR lo más pronto posible a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES          OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� Sentencia T-602 de 2003 M.P. Jaime Araújo Rentería. 


� Ley 1448 de 2011. Artículo 4.


� Decreto 1377 de 2014.


� Resolución 090 de febrero 17 de 2015 proferida por la UARIV.


� Ver Sentencia T-293 de 2015, M. P. Gloria Stella Ortiz Delgado.


� Corte Constitucional. Sentencia T-463/96, MP: José Gregorio Hernández Galindo
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